Sentencia penal /incidencia en sede civil -  Accidente de tránsito / vehículo embistente 
Expte. Nº 43913 LE MURA CARLOS ALBERTO Y GILES ELBA C/ MARCHESE JOSE LUIS Y BURGOS PABLO S/ Daños y Perjuicios

Nº de Orden: 127.-
Libro de Sentencias Nº 51

/NIN, a los 18 días del mes de Mayo del año dos mil diez, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín Doctores JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS , en causa Nº 43913 caratulada: "LE MURA CARLOS ALBERTO Y GILES ELBA C/ MARCHESE JOSE LUIS Y BURGOS PABLO S/ Daños y Perjuicios", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Castro Durán, Guardiola y Rosas.-

La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

1a.- ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

2a.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán dijo:
                          I- A fs. 304/310vta. la Sra. Juez de primera instancia dicta sentencia, por la que rechaza la demanda entablada por Carlos Alberto Le Mura y Elba Luisa Giles contra José Luis Marchese y Pablo Andrés Burgos, imponiendo las costas a los accionantes y regulando los honorarios de los profesionales intervinientes. 

                          De tal modo, desestima la pretensión encaminada a obtener el resarcimiento de los daños que los actores alegan haber sufrido a consecuencia de la colisión producida entre el ciclomotor conducido por Le Mura y la camioneta guiada por Marchese. 

                          En lo que interesa al recurso deducido, la Dra. Rinaldi, basándose en el dictamen pericial del ingeniero mecánico Peroni y en el peritaje accidentológico practicado en la causa penal, entiende que tanto de la versión de los hechos expuesta por la parte actora como de la sostenida por la parte demandada, surge que cualquiera de las posibles maniobras efectuadas por Le Mura son claramente antirreglamentarias. 

                          Explica que, inclusive en caso de seguirse la versión de los accionantes, resulta la imprudencia del conductor del ciclomotor, quien se interpuso en la trayectoria de la camioneta conducida por Marchese, siendo la colisión inevitable para éste. 

                           También la "a quo" remarca que en la causa penal se determinó que Le Mura poseía 0,67 gramos por litro de alcohol en sangre, lo que incide desfavorablemente en la conducción de vehículos, aumentando considerablemente el riesgo de accidentes, además de que supera el máximo permitido de 0,5 gramos por litro establecido en el art. 48 de la Ley 24.449. 

                            Por ello, la sentenciante concluye en que ha quedado demostrada una conducta temeraria de Le Mura que interrumpió el nexo de causalidad adecuada, y en consecuencia, rechaza la demanda. 

                            II- Contra este pronunciamiento, los actores deducen apelación a fs. 325.

                           III- A fs. 326 el Dr. Rodolfo Rosellini, en su rol de apoderado del codemandado Marchese y de la citada en garantía "Compañía Argentina de Seguros Victoria S.A.", apela por altos los honorarios que se le regularon y también los asignados a los peritos médico e ingeniero mecánico. 

                           IV- A la vez, a fs. 327/330vta. el Dr. Rosellini, por su propio derecho, apela por bajos los honorarios que le fueron regulados, solicitando su elevación. Sostiene que debe tenerse en cuenta que representó a dos integrantes de un litisconsorcio pasivo; que el proceso transitó por las dos etapas; que el monto histórico de la demanda asciende a pesos ciento cuarenta y tres mil cuatrocientos ($ 143.400); y que el resultado del pleito fue exitoso para sus representados. Asimismo, solicita que se adicionen intereses al monto reclamado en la demanda, desde el día del hecho y hasta el dictado de la sentencia. 

                            V- Concedido libremente el recurso deducido contra la sentencia, y en relación, los interpuestos contra los honorarios; el expediente se remite a esta Alzada, donde a fs. 341/347vta. Carlos Alberto Le Mura y Elba Luisa Giles presentan la expresión de agravios. 

                           Allí, en primer lugar, solicitan que se declare la nulidad de la sentencia, porque la "a quo" omitió valorar la confesión ficta del representante legal de la citada en garantía, pese a que ello fue solicitado expresamente por su parte. 

                           Seguidamente, señalan que la versión de los hechos por ellos brindada en la Investigación Penal Preparatoria coincide con lo expuesto en la absolución de posiciones y también con los dichos del testigo Bazán, cuya valoración fue omitida en la sentencia. 

                           Además, manifiestan que, según surge de la pericia accidentológica luciente en la causa penal, la velocidad de la camioneta oscilaba entre treinta y cuarenta kilómetros por hora, es decir, transitaba a una velocidad superior a la permitida por el Código de Tránsito para las encrucijadas, no pudiendo ser frenada por dicho motivo. 

                           Asimismo, los apelantes denuncian contradicciones entre las respuestas dadas por Marchese en la declaración indagatoria y en la absolución de posiciones, ya que en sede penal dijo no haber sido procesado anteriormente, y en sede civil, reconoció haber sido condenado por la comisión de un homicidio culposo en accidente de tránsito; lo que demuestra su continuo desprecio por la integridad psicofísica del prójimo. 

                           Por otro lado, los accionantes remarcan que Marchese dice haber sido embestido, lo que, de acuerdo a las constancias de autos, resulta imposible, ya que de las pericias practicadas surge que la camioneta fue el vehículo embestidor. 

                           En base a lo expuesto, concluyen en que en estas actuaciones ha quedado acreditado que el ciclomotor circulaba por la calle Dorrego a velocidad reglamentaria y que, previa colocación de la luz de giro, iba a girar a la derecha para tomar por la calle Dulbecco, cuando resultó embestido por la camioneta a velocidad antirreglamentaria; por lo que considera que cabe atribuirle responsabilidad al conductor de este último rodado. 

                       Finalmente, cuestionan que la sentenciante haya dado por cierto que Le Mura tenía 0,67 gramos por litro de alcohol en sangre, y que en base a ello, haya aplicado la Ley 13.927. 

                      Respecto del resultado del examen, critican que el mismo haya sido tenido en cuenta por la "a quo", en virtud de las irregularidades procesales que, según afirman, tuvieron lugar en la causa penal durante el trámite relacionado con su obtención. Y además, exponen que la Ley 13.927 no resulta aplicable en autos, por haber sido sancionada con posterioridad al acaecimiento del accidente motivo de litis. 

                       VI- Corrido traslado de la expresión de agravios reseñada, a fs. 355/360 y 361/362 se agregan las contestaciones efectuadas por el Dr. Rosellini en representación de sus mandantes, y por el codemandado Pablo Andrés Burgos, quienes solicitan la confirmación de la sentencia apelada; luego de lo cual, se dicta el llamamiento de autos para sentencia, cuya firmeza deja a las presentes actuaciones en condiciones de resolver. 

                       VII- En tal labor, comenzando por el planteo de nulidad de la sentencia, adelanto que debe ser desestimado.

                       Así lo entiendo, ya que no constituye una causal de nulidad del pronunciamiento, la circunstancia de que la sentenciante haya priorizado algunos medios probatorios en desmedro de otros, dado que no está obligada a ponderar todos los elementos colectados en el proceso, bastando que lo haga sólo respecto de los que estima importantes para la solución del litigio (art. 384 C.P.C.; conf. Carlos E. Fenochietto y Roland Arazi, "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, Tomo 2, pág. 344).

                         Asimismo, opino que ha sido correcta la implícita desestimación efectuada por la sentenciante de la fuerza probatoria de la confesión ficta del representante de la citada en garantía.

                         Llego a esta conclusión, haciendo hincapié en que este tipo de confesión puede quedar desvirtuada por la existencia de otros elementos de la causa que la contradigan.

                         Así debe interpretarse el art. 415 del C.P.C., cuando alude a que, al valorarla, deben tenerse en cuenta las circunstancias de la causa. Por ello, puede decirse que la confesión ficta no tiene un valor absoluto y que su fuerza probatoria debe apreciarse en función de todos los elementos de juicio que obren en el proceso (conf. Lino E. Palacio, "Manual de Derecho Procesal Civil", Tomo I pág. 557).

                         Y en este caso, la eficacia convictiva de la confesión ficta del representante de "Compañía Argentina de Seguros Victoria S.A." queda desvirtuada por los dictámenes periciales presentados tanto en autos como en la causa penal acollarada, máxime que las posiciones puestas por los actores no se refieren a hechos personales del absolvente ausente, sino a circunstancias fácticas del accidente motivo de litis, en cuya producción obviamente no participó la aseguradora en representación de la cual aquel debió haber comparecido (art. 415 C.P.C.).

                          VIII- Despejada esta cuestión, paso a abordar el planteo de prejudicialidad ensayado por el común apoderado del demandado Marchese y de la citada en garantía en la contestación de la expresión de agravios.

                              Respecto de los efectos que en sede civil originan los pronunciamientos penales que ponen fin a la pretensión primitiva, cabe decir que el hecho principal al que se refiere el art. 1103 del Código Civil comprende al hecho del accidente y también a las circunstancias en las que el mismo se produjo. Por lo tanto, si en sede penal quedaron descriptas las circunstancias fácticas en que se fundó la absolución del imputado, las mismas no pueden reverse en el proceso civil en el que se debata la responsabilidad emergente de ese hecho. 

                         No ocurre lo mismo con la valoración jurídica que realice el sentenciante penal de tales circunstancias fácticas, ya que en la instancia represiva se valora la conducta del imputado, y la opinión allí vertida sobre la actuación de la víctima en el evento, cualquiera sea su tenor, no obliga al juez civil. 

                         Entonces, en el plano fáctico rige plenamente la imposibilidad de vulnerar el principio lógico de identidad, pues en ambas sentencias, tanto en la penal como en la civil, debe tomarse en forma idéntica al único hecho que dio lugar a los respectivos procesos. 

                         En cambio, respecto de la determinación de responsabilidades, no siempre existe esa identidad lógica a resguardar, ya que la responsabilidad penal y la civil no se confunden, porque se aprecian con un criterio distinto. 

                        Esta diferenciación se patentiza en los casos de atribución objetiva de responsabilidad previstos en el art. 1113 del Código Civil para los daños causados por el riesgo o vicio de las cosas, en los que el dueño o guardián de las mismas sólo se eximen del deber de resarcir, acreditando la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deben responder. 

                        En estos supuestos, cuando la sentencia penal es absolutoria -a diferencia de lo que acontece cuando es condenatoria- el juez civil no queda condicionado por la valoración de la conducta del acusado realizada en sede punitiva, desde que, de acuerdo a los términos de la norma aludida, esa conducta resulta indiferente a los fines de determinar la responsabilidad civil. 

                         Es que el magistrado penal sólo se ocupa de juzgar conductas humanas, mientras que el civil, en algunas oportunidades, también debe expedirse sobre los hechos de las cosas, nota que diferencia a ambas categorías de responsabilidad. 

                         Esta distinción que se advierte claramente en relación al factor de atribución, también alcanza al nexo causal, pues la ausencia de causalidad decidida en sede penal sólo puede alcanzar con validez prejudicial, al vínculo entre la conducta del acusado y las lesiones producidas a la víctima, pero no a la intervención de la cosa en el accidente (conf. SCBA causa C85924, sent. del 25-11-2009, voto Dr. Hitters). 

                          De acuerdo a estas pautas, es indudable que la valoración de la influencia de la conducta de Le Mura en la producción del evento de autos, realizada por el sentenciante penal al dictar el sobreseimiento de Marchese, no tiene efectos prejudiciales en el debate de la responsabilidad civil de este último; por lo que en este proceso puede analizarse libremente si están o no presentes los presupuestos necesarios para la configuración de la obligación de resarcir.

                          IX- Sentado ello, paso a tratar los agravios expuestos por los apelantes.

                         A tal efecto, estimo útil señalar que este caso ha sido encuadrado normativamente en forma correcta, al ser subsumido en la segunda parte del segundo párrafo del art. 1113 del Código Civil.

                         Sentado ello, queda en claro que en el supuesto de autos el factor de atribución de responsabilidad es objetivo, en base al riesgo creado por la intervención activa de una cosa.

                         De acuerdo al régimen establecido por dicha norma, el accionante debe probar la existencia del daño, el riesgo de la cosa, la relación de causalidad entre uno y otro, y que el litigante contrario es dueño o guardián de aquella.

                         Acreditados estos extremos, de nada le sirve al demandado probar que no hubo culpa de su parte.

                          Para eximirse de responsabilidad, debe necesariamente demostrar que la cosa fue usada en contra de su voluntad, o que se produjo la interrupción total o parcial del nexo causal debido al acaecimiento de un hecho extraño al riesgo de la cosa que interfirió en el proceso que culminó con el daño.

                         Para fracturar o, al menos, limitar la relación de causalidad, el dueño o guardián necesita demostrar el hecho autoperjudicial de la víctima, el hecho relevante de un tercero por quien no debe responder o el caso fortuito ajeno al riesgo de la cosa (conf. Aída Kemelmajer de Carlucci, "Código Civil y leyes complementarias. Belluscio -director- y Zannoni -coordinador-", T. 5 pág.460; Jorge Bustamante Alsina, "Teoría general de la responsabilidad civil", pág. 398).

                         En nada cambia esta perspectiva, la circunstancia de que la colisión se haya producido entre dos vehículos, ya que carece de sustento normativo la tesis que, argumentando la neutralización de los riesgos de cada uno, propicia la inclusión de estos supuestos en el campo de la responsabilidad subjetiva. Es que no existe, respecto del principio general establecido en el art. 1113 del Código Civil, ninguna excepción legal basada en la intervención de dos o más cosas riesgosas.

                         No debe perderse de vista que el "riesgo creado" es un factor de atribución que tiene su fundamento en la incorporación de una cosa peligrosa al medio social. En consecuencia, que el siniestro se produzca entre varias de ellas, no justifica el cambio de ese factor por otro. 

                          En este caso concreto, el sentenciante considera que la culpa del conductor reclamante se ha erigido en la causa exclusiva del evento dañoso, produciéndose la fractura total del nexo causal entre el hecho de la cosa y los daños cuya reparación aquí se impetra.

                           Los agravios de los accionantes atacan esta conclusión, pretendiendo que se le asigne la responsabilidad al demandado Marchese, en virtud del riesgo creado por el automotor.

                           Para dilucidar esta cuestión, resulta necesario determinar la mecánica del accidente.

                          En tal objetivo, asigno relevante trascendencia al peritaje practicado por el ingeniero mecánico Hugo P. Peroni (art. 474 C.P.C.), quien expone que "El sentido de circulación anterior a este hecho (digamos 4 o 5 segundos antes) no puede determinarlo el perito; es decir que es posible que el ciclomotor viniera circulando en contramano por Dulbecco, o que viniera circulando por el carril izquierdo de Dorrego y realizara una brusca maniobra de giro a su derecha...En estas condiciones, es embestido por la camioneta. El frente de la camioneta hace impacto contra el lateral derecho del ciclomotor; el cuerpo del conductor del ciclomotor deja una impronta en el centro del frente de la camioneta y la cabeza de la víctima rompe el parabrisas de la camioneta...No es posible que el ciclomotor haya estado circulando por calle Dorrego por la mano derecha (trayectoria 1 de la página 2), pues en ese caso la camioneta NO lo habría embestido." (ver fs. 276 resp. al punto 1).

                                Al contestar las impugnaciones efectuadas a su dictámen, el ingeniero Peroni agrega que "Si bien ambas hipótesis son probables, el perito le asigna mayor probabilidad a la primera. Si el ciclomotor hubiera circulado por el costado izquierdo de Dorrego y doblado a su derecha para ubicarse transversalmente a la camioneta, se tendrían que haber dado las siguientes circunstancias: El conductor del ciclomotor -al llegar a la encrucijada- tendría que haber doblado bruscamente a 90°, maniobra probable, aunque no muy común en un conductor." (ver fs. 291).

                                 Coincidentemente, en la causa penal acollarada, el perito ingeniero mecánico Luis J. R. Buisel expone que "Teniendo en cuenta la localización y magnitud de los daños producidos en ambos rodados (pericias mecánicas de fs. 10vta. y 15vta. y fotografías de fs. 61/62), los que se hallan, según esos documentos, uniformemente repartidos en el frente de la camioneta y en el lateral derecho del ciclomotor, ellos son más compatibles con la versión del imputado que con la versión de la víctima, ya que con la primera, el ciclomotor, en el instante de la colisión, se hallaría en una posición ortogonal a la camioneta, en tanto que con la segunda, el ciclomotor, en el instante de la colisión, se hallaría en una posición oblicua a la camioneta. Debo manifestar, por otra parte, que de haberse producido el hecho como lo relata la víctima, de ello se deduce que el ciclomotor circulaba por una trayectoria situada a la izquierda de la de la camioneta y que inició el giro a la derecha, interponiéndose en la trayectoria de aquella...Y de haberse producido como lo supone el imputado, el ciclomotor habría circulado en contramano, ya que la parte pavimentada de la calle Dulbecco tiene sentido de circulación único de NE a SO." (ver fs. 78/79).

                                  En base a estos dictámenes, entiendo que ha quedado acreditado el obrar del conductor del ciclomotor con relevancia genética suficiente como para fracturar totalmente el nexo causal entre el riesgo del automotor y los daños cuyo resarcimiento constituye el objeto de la pretensión.

                                 Llego a esta conclusión, valorando que, de haber Le Mura circulado en contramano, la imprudencia que denota tal maniobra y su imprevisibilidad, hacen que la misma ostente entidad suficiente como para erigirse en la única causa adecuada del accidente, descartando como tal al riesgo de la camioneta (art. 59 inc. 1° Ley 11.430 vigente al momento del acaecimiento del evento de autos).

                                 Y a idéntico resultado se arriba, aún tomando la versión fáctica expuesta por la parte actora, ya que en tal supuesto el ciclomotor y la camioneta habrían circulado en el mismo sentido y en forma paralela, el primero por el lado izquierdo y la segunda por el lado derecho de la calle Dorrego, llegando ambos en esas posiciones a la intersección con la calle Dulbecco, en la que el accionante pretendía doblar a la derecha para proseguir su marcha por la última de las arterias nombradas.

                             Recreada esta mecánica del accidente, creo conveniente recordar que el giro a la derecha por parte de quien viene transitando por el lado izquierdo de la calzada, importa una interrupción de la corriente circulatoria del carril derecho; por lo que dicha maniobra debe realizarse adoptándose todos los recaudos necesarios para neutralizar esa obstrucción, señalizándosela con suficiente anticipación (art. 53 inc. 1º Ley 11430) y ubicando el vehículo sobre el costado para el que se va a virar, por lo menos, treinta metros antes de la encrucijada (inc. 2º).

                              Atento a los dichos del propio actor, es indudable que este último recaudo no fue adoptado por su parte, ya que llegó a la bocacalle por el lado izquierdo de Dorrego, y desde allí, pretendió doblar a la derecha para tomar por una calle perpendicular, maniobra en la que resultó colisionado por el rodado del demandado.

                              Por otra parte, ha quedado probado con los peritajes antes analizados que la velocidad de la camioneta pudo haber oscilado entre los 30 y 40 km/h (ver fs. 278, resp. al punto 4 y fs. 80 de la causa penal).

Entonces, aunque hipotéticamente la camioneta haya superado levemente el límite máximo de velocidad establecido para las encrucijadas urbanas por el art. 77 inc. 6° apart. a) de la Ley 11430, no puede asignársele relevancia causal; ya que, aún sin superar ese límite, su conductor no hubiera podido sortear la sorpresiva irrupción del ciclomotor en su carril de circulación, que, interponiéndose en su línea de marcha, se convirtió en un obstáculo insalvable.

                               En consecuencia, considerando que el accidente no reconoce su causa en el riesgo de la cosa, sino en el hecho de la víctima (si la cuestión se aprecia desde el punto de vista de la pretensión indemnizatoria de Le Mura), o en el hecho de un tercero por quien los demandados no deben responder (si la cuestión se enfoca desde la perspectiva del reclamo de Elba Luisa Giles); es que propongo al acuerdo la confirmación de la sentencia apelada (arts. 1111 y 1113 C.Civil).

                              X- No encuentro que se erija en obstáculo para tal conclusión, el carácter de embestidor de la camioneta, ya que es sabido que el sólo hecho físico de embestir no autoriza por sí mismo a asignar incidencia causal al vehículo embestidor (ya sea para atribuir la responsabilidad a su dueño o guardián, o para fracturar el nexo causal por el hecho ajeno).

                              Esta conclusión se sustenta en la facilidad de inversión de los roles de embestidor y embestido, por maniobras en la dinámica de la circulación o por la interposición de un vehículo sin que el otro cuente el mínimo de tiempo indispensable para variar o detener la marcha (conf.Aída Kemelmajer de Carlucci, "Código Civil y leyes complementarias. Director Belluscio y Coordinador Zannoni", T. 5 pág.504).

                              XI- Tampoco tiene incidencia alguna que Marchese haya sido condenado por homicidio culposo a raíz de su participación en otro accidente vial, ya que ninguna relación tiene dicha circunstancia con el hecho que aquí se debate.

                                XII- Por último, es dable aclarar que la decisión a la que he arribado precedentemente ha sido sustentada exclusivamente en el análisis de las posibles mecánicas del hecho, resultando innecesario evaluar además la incidencia que pudo haber tenido en el conductor del ciclomotor, el consumo de alcohol del que dio cuenta el examen de alcoholemia agregado en la causa penal; sin perjuicio de que debe dejarse sentado que las impugnaciones al procedimiento por el cual se practicó dicho examen y se obtuvo el resultado respectivo, debieron canalizarse en la causa penal y no en estas actuaciones.

                                 XIII- En lo que respecta a las apelaciones deducidas contra los honorarios, en primer lugar, cabe decir que de una armónica interpretación del art. 23 de la Ley 8904, resulta que no corresponde la inclusión de intereses para la determinación de la base regulatoria en los supuestos de rechazo total de la demanda, porque el segundo párrafo de dicho artículo, que está previsto específicamente para tales casos, a diferencia del primero, no hace referencia a su inclusión (conf. S.C.B.A., Ac. 46273, sent. del 25-5-1993, Sumario Juba B22476).

                                   Aclarado ese punto, paso a tratar las impugnaciones dirigidas contra los honorarios del Dr. Rodolfo Rosellini, cuestionados simultáneamente por altos y bajos.

                                   En tal tarea, considerando que: en autos se configuró un litisconsorcio pasivo en el que el aludido profesional representó al demandado asegurado y a su aseguradora (art. 21 Ley 8904); el monto global reclamado en la demanda (art. 23); las pautas brindadas en el art. 16; y la escala arancelaria establecida por el art. 21; corresponde regular los honorarios del Dr. Rosellini por las labores de primera instancia en la suma de pesos veintisiete mil ($ 27.000), con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716.

                                    En cuanto a los honorarios del perito médico Luis María Rosas y del perito ingeniero mecánico Hugo Pedro Peroni, corresponde su confirmación por ser ajustados a las labores profesionales a remunerar (art. 476 C.P.C.).

ASI LO VOTO.

Los Señores Jueces Dres. Guardiola y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo:
                            Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

                             I)- Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 325, y en consecuencia, mantener la sentencia de fs. 304/310vta. (arts. 1103, 1111, 1113 C.Civil; 384, 415, 474 C.P.C.; 53 incs. 1° y 2° y 59 inc. 1° Ley 11430); con costas de Alzada al apelante (art. 68 C.P.C.).

                             II)- Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto a fs. 327/330vta., y en consecuencia, regular los honorarios de primera instancia correspondientes al Dr. Rodolfo Rosellini en la suma de pesos veintisiete mil ($ 27.000), con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716.

                            III)- Desestimar el recurso de apelación deducido a fs. 326, confirmando los honorarios asignados al perito médico Luis María Rosas y al perito ingeniero mecánico Hugo Pedro Peroni (art. 476 C.P.C.).

                            IV)- Regular los honorarios de Alzada del siguiente modo: Dr. Rodolfo Rosellini en la suma de pesos ocho mil ($ 8.000); Dr. Aldo Fabián Déannunzio en la suma de pesos cuatro mil ($ 4.000); Dr. Orlando J. Muñoz Saggese en la suma de pesos cinco mil seiscientos ($ 5.600); todas con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716 (art. 31 Ley 8904).

ASI LO VOTO.

Los Señores Jueces Dres. Guardiola y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, JUAN JOSE GUARDIOLA Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs. As), 18 de Mayo de 2.010.-

                        AUTOS Y VISTO:
                        Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
                        I)- Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 325, y en consecuencia, mantener la sentencia de fs. 304/310vta. (arts. 1103, 1111, 1113 C.Civil; 384, 415, 474 C.P.C.; 53 incs. 1° y 2° y 59 inc. 1° Ley 11430); con costas de Alzada al apelante (art. 68 C.P.C.).

                       II)- Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto a fs. 327/330vta., y en consecuencia, regular los honorarios de primera instancia correspondientes al Dr. Rodolfo Rosellini en la suma de pesos veintisiete mil ($ 27.000), con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716.

                      III)- Desestimar el recurso de apelación deducido a fs. 326, confirmando los honorarios asignados al perito médico Luis María Rosas y al perito ingeniero mecánico Hugo Pedro Peroni (art. 476 C.P.C.).

                     IV)- Regular los honorarios de Alzada del siguiente modo: Dr. Rodolfo Rosellini en la suma de pesos ocho mil ($ 8.000); Dr. Aldo Fabián Déannunzio en la suma de pesos cuatro mil ($ 4.000); Dr. Orlando J. Muñoz Saggese en la suma de pesos cinco mil seiscientos ($ 5.600); todas con más  el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716 (art. 31 Ley 8904).

                      Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, JUAN JOSE GUARDIOLA Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
